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INFORME No. 110/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN P-73-02
PERÚ

8 de noviembre de 2012 

PRESUNTA VÍCTIMA: 
Carlos A. Romero Lostaunau 

PETICIONARIO:
Carlos A. Romero Lostaunau
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículo 25 de la Convención Americana 
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
2 de octubre de 2002
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. Alegó que el Estado de Perú violó sus derechos económicos al no pagarle una bonificación mensual equivalente a tres ingresos mínimos legales, tal y como establece la ley, en su calidad de “Vencedor de la Campaña Militar de 1941”.  Señaló que el 1 de septiembre de 2000, la Sala Corporativa Especializada en Derecho Público de la Corte Suprema de la República ordenó al Ministro de Economía y Finanzas proveer los fondos necesarios para que el Ministro de Defensa pudiera cancelar la deuda existente con cada uno de los ex combatientes, sin que el Estado haya ejecutado la anterior sentencia.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

2. Indicó en el año 2003 que en tanto no existieran mayores ingresos a lo previsto en ese ejercicio fiscal no podía autorizar mayores gastos, y que la Reserva de Contingencia del Ministerio de Economía y Finanzas se encontraba totalmente comprometida.

3. Indicó en el año 2004, en relación a una demanda de acción de cumplimiento presentada por el peticionario el 25 de agosto de 2000, en la que solicitó el cumplimiento de la Ley Nro. 24640 que otorga el beneficio no pensionable referente a la entrega de 80 galones mensuales de gasolina a partir de julio de 1999 a oficiales de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional, que el Primer Juzgado Corporativo Transitorio Especializado declaró infundada la demanda el 13 de noviembre de 2000, y al no ser apelada se encuentra firme.

4. Solicitó en el año 2011 que la petición sea declarada inadmisible por ser manifiestamente infundada al no presentar una violación de algún derecho consagrado en la Convención Americana, y sea archivada con base en la falta del peticionario de presentar su repuesta desde el año 2004.  Asimismo, el Estado señaló que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) no es una cuarta instancia de las decisiones que adoptan los tribunales internos.  
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. El 4 de febrero de 2002 la CIDH recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número P-73-02. El 2 de octubre de 2002 transmitió copia de la denuncia al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. 
6. El Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta en comunicación de 3 de diciembre de 2002, la cual fue concedida por la CIDH el 6 de enero de 2003 por un plazo de 15 días.  Posteriormente, el Estado solicitó la concesión de otra prórroga el 24 de enero de 2003, la cual fue concedida por la Comisión el 7 de febrero de 2003, por un plazo de 30 días. La CIDH recibió información adicional del peticionario el 25 de febrero de 2003. Mediante comunicación de 17 de marzo de 2003, el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario el 31 de marzo de 2003, otorgándole el plazo de treinta días para que presentara observaciones, las cuales fueron recibidas el 27 de mayo de 2003. 

7. El 15 de abril de 2004 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario, la cual fue presentada el 24 de mayo de 2004, por lo que fue trasladada al Estado el 16 de junio de 2004, otorgándole el plazo de un mes para que presentara observaciones.  El Estado solicitó ampliaciones del plazo el 22 de julio de 2004 y el 7 de octubre de 2004 y presentó su respuesta mediante comunicación de 29 de noviembre de 2004, la cual fue trasladada al peticionario el 7 de diciembre de 2004 con un plazo de un mes para presentar observaciones. Posteriormente, el 21 de diciembre de 2004 la CIDH envió al peticionario los anexos a la comunicación del Estado de 29 de noviembre de 2004.
8. El 26 de mayo de 2011 el Estado remitió información adicional, la cual fue enviada por la CIDH al peticionario el  7 de julio de 2011. Asimismo en la anterior comunicación, la Comisión solicitó información actualizada al peticionario y advirtió que de no recibir respuesta en el plazo de un mes podría considerar el archivo de la petición, de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

9. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

10. En el presente caso han pasado más de 7 años desde la última comunicación del peticionario y, a pesar de la solicitud de información actualizada formulada el 7 de julio de 2011, el peticionario no ha remitido escritos adicionales. En estas circunstancias, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención Americana y 42.1 de su Reglamento.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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